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1. INTRODUCCIÓN 

 

El sistema de financiación de las Comunidades Autónomas es un modelo 

complejo que se deriva del desarrollo de las diferentes normas que lo regulan. Por una 

parte, la Constitución Española establece los principios básicos que enmarcan este 

sistema, correspondiendo el desarrollo de estos principios y elementos esenciales a la 

Ley Orgánica 8/1980, de Financiación de las Comunidades Autónomas. Por otra parte, 

la definición del modelo específico de financiación para las Comunidades de régimen 

común se establece en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 

sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades 

con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.  

 

Este marco normativo se completa con las leyes integrantes del Régimen 

Económico y Fiscal de Canarias, los conciertos económicos vasco (Ley 12/2002, de 23 

de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma 

del País Vasco) y navarro (Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el 

Concierto Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra) y sus 

respectivas actualizaciones del cupo vasco (Ley 29/2007, de 25 de octubre, por la que se 

aprueba la metodología de señalamiento del cupo del País Vasco para el quinquenio 

2007-2011) y renovación de la aportación de Navarra (actualización del convenio 

económico de 2011), así como la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y 

Sostenibilidad Financiera. 

 

El modelo actualmente vigente de financiación de las Comunidades Autónomas 

de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía nace del acuerdo multilateral 

alcanzado en el Consejo de Política Fiscal y Financiera del 15 de julio de 2009. Los 

elementos fundamentales del citado acuerdo se elevaron posteriormente a una norma de 

rango legal, la citada Ley 22/2009 (debe tenerse en cuenta, no obstante, que el texto 

finalmente aprobado incluye determinados elementos que no formaban parte del 

acuerdo inicial). Por último, la aplicación efectiva del modelo se lleva a cabo con fecha 

1 de enero de 2009.  
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Como la propia Ley 22/2009 afirma en su exposición de motivos, los ejes 

básicos del modelo vigente son: 

 

- El refuerzo de las prestaciones del Estado del Bienestar,  

- El incremento de la equidad, 

- La suficiencia en la financiación del conjunto de las competencias 

autonómicas,  

- El aumento de la autonomía y la corresponsabilidad, y 

- La mejora de la dinámica y la estabilidad del sistema, así como de su 

capacidad de ajuste a las necesidades de los ciudadanos. 

 

Partiendo de los citados principios, resulta indiscutible que el modelo vigente de 

financiación contiene determinados elementos positivos, como es el acercamiento a las 

necesidades de gasto a través de la población ajustada, teniendo en cuenta elementos 

como la población protegida en el ámbito sanitario, el envejecimiento, la dispersión, etc. 

Asimismo, se introdujeron mecanismos destinados a incrementar la autonomía 

financiera y hacer del modelo un sistema estable que garantizase la suficiencia 

financiera autonómica, y se incrementaron los fondos destinados a sufragar las 

necesidades relacionadas con los servicios públicos fundamentales.  

 

A pesar de todo ello, la propia evolución económica, marcada por un período de 

fuerte recesión que ha provocado una merma de los ingresos desigual en los distintos 

niveles de administración, el deficiente funcionamiento de alguno de los elementos del 

modelo con el transcurso del tiempo y la forma en que se ha aplicado han provocado, 

como veremos a lo largo del presente informe, determinadas deficiencias que deben ser 

revisadas y corregidas para que el modelo cumpla de forma adecuada los fines que 

persigue. 

 

Así, varios años después de su aprobación, nos encontramos ante un modelo que 

aporta cada vez menores recursos a las Comunidades Autónomas, a todas ellas. Estamos 

ante un modelo complejo cuyas fluctuaciones no están vinculadas únicamente con 
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cambios en el ciclo económico, sino que son también reflejo de las oscilaciones que 

propician sus propios mecanismos de funcionamiento.  

 

Todas estas cuestiones, así como la propia previsión legal (Disposición adicional 

séptima de la Ley 22/2009: revisión quinquenal), justifican que se lleve a cabo un 

análisis del funcionamiento y evolución del modelo en vigor desde 2009 al momento 

actual.  

 

En el mes de marzo de  2014 se elaboró y remitió al grupo de trabajo constituido 

a estos efectos, documento analítico de la evolución del sistema de financiación 

empleando datos de la liquidación del ejercicio 2011, última información disponible a la 

citada fecha. Se procede ahora a revisar el análisis efectuado teniendo en cuenta los 

nuevos datos de que se dispone para los ejercicios 2012 y 2013. Como se demostrará a 

lo largo de las siguientes páginas, la nueva información disponible confirma las 

carencias ya apuntadas en su día. 
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2. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL MODELO DE 2009 

 

Sin pretender entrar en una exposición exhaustiva, a continuación se plantean a 

grandes rasgos los principales elementos definitorios del vigente sistema de 

financiación. 

 

El actual modelo toma un doble año base (2007 – 2009) como punto de 

referencia. Inicialmente se parte de información correspondiente al ejercicio 2007, 

manteniendo la tradicional premisa de modelos anteriores de que los ingresos y los 

gastos son coincidentes, esto es, que el modelo garantiza desde el inicio la suficiencia 

financiera. Esa dualidad en el año base eleva en gran medida la complejidad del modelo 

e introduce cierto elemento de inestabilidad puesto que las cifras del año base varían en 

el tiempo. 

 

El modelo parte de definir unas necesidades globales de financiación en el año 

base (2009), sumando al denominado statu quo (recursos proporcionados por el anterior 

modelo) unos recursos adicionales que el Estado aporta al sistema (5.253 millones de 

euros) con el fin de reforzar el Estado del Bienestar y los problemas derivados de la 

dispersión y baja densidad de población. Es preciso tener en cuenta que en el citado 

statu quo se incluyeron los valores normativos revisados de los tributos cedidos 

tradicionales con el fin de aproximar estos valores a los reales, lo que supuso un 

incremento de recursos teórico de 3.274 millones de euros (como se observará a lo largo 

del presente informe, parte de estos recursos adicionales no son reales). 

 

En consecuencia, el sistema determina y garantiza en su inicio unos recursos, 

que equipara con necesidades globales de financiación, tanto para el conjunto como 

para cada Comunidad Autónoma.  

 

Las vías mediante las cuales el sistema aporta a cada Comunidad los recursos 

comprometidos son las siguientes: 
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- La capacidad tributaria propia de cada Comunidad Autónoma. 

- La transferencia del Fondo de Garantía de los servicios públicos fundamentales. 

- La transferencia del Fondo de Suficiencia Global. 

 

Además, el sistema proporciona recursos adicionales mediante los denominados 

Fondos de Convergencia autonómica. 

 

Expliquemos brevemente cada una de esas vías. 

 

La capacidad tributaria propia de cada territorio se define como la suma de: 

 

- La recaudación normativa obtenida a través del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, el Impuesto 

sobre Sucesiones y Donaciones, las Tasas sobre el Juego y las tasas afectas a 

los servicios transferidos. Estos tributos evolucionan anualmente según el 

ITE1 (índice de evolución de los ingresos tributarios de la Administración 

Central) salvo el primero, que lo hace en función de un ITE regional. 

 

- La recaudación líquida del Impuesto Especial sobre Determinados Medios de 

Transporte y del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados 

Hidrocarburos. 

 

- Ingresos procedentes de la tarifa autonómica del IRPF según criterio de 

devengo.  

 

- La distribución territorial según índices de consumo de las recaudaciones 

líquidas obtenidas o estimadas por el IVA (50%), los Impuestos Especiales 

                                                 
1 Ingresos Tributarios del Estado. Se calcula anualmente como la diferencia entre la recaudación real de 
IRPF, IVA e Impuestos Especiales, menos las entregas a cuenta efectuadas en dicho año a las 
Comunidades Autónomas y la liquidación del sistema pagadas en el mismo. 
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sobre Cerveza, Productos Intermedios, Alcohol y Bebidas Derivadas, 

Hidrocarburos, Labores del Tabaco (58%) y Electricidad (100%).  

 

El Fondo de Garantía de los servicios públicos fundamentales pretende 

garantizar la prestación de los servicios públicos fundamentales en todas las 

Comunidades Autónomas en condiciones de igualdad, poniendo en común una parte de 

la capacidad tributaria mencionada. Para ello, este Fondo se forma cada año con el 75% 

de los recursos tributarios (en términos normativos) de las Comunidades Autónomas y 

con los recursos adicionales que aporta el Estado (un 5% aproximadamente que 

evoluciona según los ITE), distribuyéndose entre Comunidades Autónomas en base a la 

población ajustada recalculada para cada año (30% población total, 1,8% superficie, 

0,6% dispersión, 0,6% insularidad, 38% población protegida equivalente grupo gasto 

sanitario, 8,5% población mayor de 65 años y 20,5% población entre 0 y 16 años).  

 

Cada Comunidad Autónoma recibe una transferencia de este Fondo equivalente 

a la diferencia entre su participación en el mismo en función de su población ajustada y 

el 75% de su capacidad tributaria, de tal manera que se garantiza la igualdad por 

habitante ajustado en el reparto de este Fondo. 

 

Asimismo, se establece un Fondo de Suficiencia Global, que pretende garantizar 

tanto el statu quo como la suficiencia financiera en el punto de partida. La transferencia 

de dicho Fondo para cada Comunidad se calcula en primera instancia por la diferencia 

entre el total de necesidades del año base 2009 y la suma del Fondo de Garantía de los 

servicios públicos fundamentales y de la capacidad tributaria propia (el 25% de la 

recaudación tributaria que no fue objeto de distribución). No obstante, esta transferencia 

del Fondo de Suficiencia es objeto de ajustes diversos con el transcurso del tiempo, que 

han alterado sustancialmente su cuantía.  

 

El Fondo de Suficiencia Global se concibe como cierre del sistema, que queda 

determinado en 2009 (primer año de aplicación del modelo) aunque se recalcula en 

2010 debido a la incorporación de otros recursos adicionales. A partir de ese momento 

evoluciona según las variaciones que experimente el ITE, sin perjuicio de los ajustes por 

8 
 



la asunción de nuevas competencias o de lo previsto en el artículo 21.2 de la Ley 

22/2009. 

 

Como se observa, la estructura de ingresos analizada se determina inicialmente 

para cubrir unas necesidades de financiación predefinidas pero, como se verá más 

adelante, contiene unas reglas de evolución que afectan directamente a la suficiencia y 

equidad del sistema. 

 

Por último, el sistema introduce dos nuevos fondos, denominados Fondos de 

Convergencia, cuya finalidad es la de aproximar la financiación por habitante ajustado 

de las diferentes Comunidades Autónomas, así como favorecer la igualdad y el 

equilibrio económico territorial. Estos nuevos fondos se financian mediante una 

aportación estatal adicional.  

 

El primero de ellos es el Fondo de Competitividad, con el cual se persigue 

igualar la financiación en términos de habitante ajustado, distribuyéndose entre aquellos 

territorios con financiación per cápita ajustada inferior a la media o con ingresos 

inferiores a su capacidad fiscal, en función de su población ajustada relativa.  

 

Por su parte, el Fondo de Cooperación se destina a equilibrar el desarrollo 

económico regional y su dotación se distribuye entre las Comunidades Autónomas con 

menor renta o con un crecimiento de la población inferior a la media en función de su 

renta, dispersión o densidad de población.  

 

La dotación de ambos fondos evoluciona según el ITE (base 2009) y su 

distribución se recalcula cada año en función de la evolución de las variables de reparto 

definidas.  

 

Es necesario señalar, para concluir este apartado, que el sistema no prevé 

modificación alguna en el tiempo de la cuantificación de necesidades ni incorpora 

elementos que permitan comprobar que los recursos que proporciona resultan 
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suficientes para cubrir los gastos o necesidades. No obstante, sí se prevé un análisis 

quinquenal de funcionamiento del modelo, que es el que actualmente nos ocupa. 

 

 

3. NECESIDADES DE GASTO 

 

En este apartado se analiza en qué medida el actual modelo cuenta con un diseño 

que contempla adecuadamente las necesidades de gasto que ha de financiar.  

 

El sistema de financiación tiene como objetivo aportar a las Comunidades 

Autónomas los recursos precisos para que estas puedan prestar aquellos servicios 

públicos que les han sido transferidos por la Administración General del Estado en 

condiciones de igualdad, finalidad que se deriva directamente de la Constitución 

Española.  

 

Al margen de la anterior consideración de partida, se analizan a continuación los 

dos aspectos más relevantes desde el punto de vista de las necesidades de gasto, como 

son: 

 

- Determinación de las necesidades de gasto según el sistema y concreción 

real del diseño definido. 

- Aproximación a las necesidades de gasto de cada Comunidad Autónoma 

mediante la población ajustada. 

 

3.1. Determinación de las necesidades de gasto según el sistema y concreción real del 

diseño definido 

 

Como ya se ha indicado, las distintas reformas de los sucesivos modelos de 

financiación existentes hasta la fecha han partido siempre de una premisa fundamental: 

que en el ejercicio de partida o año base (coincidente generalmente con el último año 

liquidado) los ingresos son suficientes para cubrir las necesidades de gasto 

correspondientes al total de Comunidades Autónomas.  
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En concreto, la forma de determinar las necesidades de gasto para cada 

Comunidad Autónoma en el año base consiste básicamente en distribuir los ingresos 

totales de dicho ejercicio entre todas ellas en función de una serie de variables que 

pretenden reflejar la realidad de las necesidades de gasto y respetando las necesidades 

en el año base o statu quo, de tal forma que estamos no ante sistemas de financiación de 

necesidades, sino ante sistemas de reparto de recursos disponibles.  

 

Esta desconexión entre ingresos y gastos se acentúa en el tiempo puesto que el 

vigente modelo de financiación, tal y como ya sucediera en anteriores sistemas, carece 

de un mecanismo que garantice una evolución en términos similares de ingresos y 

gastos. De hecho, este efecto resulta si cabe más intenso en una fase de recesión 

económica como la actual, que se caracteriza por una fuerte caída de los ingresos 

públicos. 

 

En definitiva, y al margen de las pretensiones iniciales, la evolución de los 

ingresos del modelo de financiación a lo largo de estos años pone de manifiesto cómo 

los recursos resultan insuficientes para financiar las necesidades de gasto a pesar 

de la reducción del gasto público por parte de las Comunidades Autónomas. 

 

Con el fin de demostrar este punto, en el cuadro 1 se muestran las principales 

magnitudes de gasto e ingreso de los Presupuestos de las Comunidades Autónomas en 

el periodo de vigencia del actual modelo (2009-2015), obtenidos del Ministerio de 

Hacienda y Administraciones Públicas: 
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% Prome

TOTAL GASTOS NO FINANCIEROS 128.128,7 -22,9% 143.663,2

        ‐ Sanidad (a) 49.756,5 ‐16,6% 52.341,1
        ‐ Educación (b) 32.146,4 ‐13,8% 33.997,8
        ‐ Protección y promoción social (c) 9.734,3 ‐47,0% 14.921,9
        ‐ Otros gastos 36.491,5 ‐28,3% 42.402,5

TOTAL INGRESOS NO FINANCIEROS 120.563,0 -20,7% 131.375,1

        ‐ Procedentes del Stma. Financiación (d) 86.665,8 -20,5% 99.213,5
                     * Tributos cedidos (2) 72.620,6 -1,5% 81.605,9

                     * Fondos y transferencias del sistema (3) 14.045,1 -60,2% 17.607,6

        ‐ Otros ingresos presupuestarios 33.897,2 -21,1% 32.161,5

INFORMACIÓN ADICIONAL

Gasto corriente 116.269,7 -17,5% 126.907,5

Gasto de capital 11.859,0 -53,2% 16.755,7

Gasto en servicios fundamentales (a+b+c) = (e) 91.637,2 -20,6% 101.260,7
Peso servicios fundamentales (4) (e)/(d) 106% 102,4%

(1) Proyectos de Presupuestos.
(2) Tributos cedidos parcial y totalmente.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

(6) Peso relativo de los gastos en servicios públicos fundamentales sobre el total de ingresos procedentes del modelo de
financiación. 

Millones de euros PRESUPUESTOS 
2015 (1)

Var. 2009-2015 (%)

CUADRO 1. PRESUPUESTOS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
DE RÉGIMEN COMÚN

(3) Transferencias del Fondo de Garantía de los S.P.F., del Fondo de Suficiencia Global y Fondos de Convergencia. Incluye liquidación 
de ejercicios previos. Datos presupuestarios.

dio

 
 

Estas cifras confirman las afirmaciones ya efectuadas en la versión del 

documento elaborada en el mes de marzo de 2014, siendo las principales conclusiones 

que se pueden obtener las siguientes: 

 

- El gasto no financiero en las Comunidades Autónomas se ha reducido durante 

la crisis de forma muy acusada. No obstante, dicha tendencia decreciente no 

puede mantenerse de modo indefinido puesto que la rigidez a la baja en los 

servicios públicos fundamentales resulta cada vez mayor ante la necesidad de 

preservar la cantidad y calidad de los servicios prestados. 
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- El grueso del ajuste en términos relativos ha recaído sobre la inversión            

(-53,2%), vía que no tiene más recorrido a la baja y que incluso será muy 

difícil de mantener en los actuales niveles. 

 

- Los recursos procedentes del sistema de financiación, incluyendo los 

derivados de la utilización de las competencias normativas, han evolucionado 

a la baja (-20,5%) y se han mostrado insuficientes para la finalidad perseguida, 

dado que ni siquiera son suficientes para financiar las necesidades derivadas de 

la prestación de los Servicios Públicos Fundamentales. En teoría, estas 

necesidades deberían aproximarse al 75% de los recursos del sistema, pero en 

la práctica suponen más del 100%, sin dejar margen para financiar otros 

servicios. 

 

- Esta insuficiencia de recursos se produce en un contexto en el que también el 

resto de recursos han retrocedido con fuerza (-21,1%). Debe tenerse en cuenta 

además que buena parte de estos ingresos no podrán retornar cuando el ciclo 

económico se recupere plenamente (fondos europeos y otros). 

 

Cierto es, a este respecto, que el modelo aprobado en 2009 reconoció en su 

concepción ciertas insuficiencias del modelo anterior en lo relativo a la determinación 

de necesidad de gasto derivadas de la prestación de Servicios Públicos Fundamentales, 

lo que conllevó una aportación adicional de recursos por parte de la Administración 

Central. Sin embargo, como ponen de manifiesto los datos y por las razones que se 

apuntan a lo largo del presente documento, los recursos proporcionados por el modelo 

vigente continúan siendo insuficientes. 

 

A pesar de las buenas intenciones y del reconocimiento de una mayor necesidad 

de gasto en el año base, el modelo no alcanza la finalidad perseguida, aspecto en el que 

influyen al menos dos elementos. El primero de ellos es el generado por una evolución 

económica negativa, que ha provocado que la mayor parte de los recursos adicionales se 

hayan visto mermados en la práctica.  
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El segundo, de menor importancia cuantitativa, es el criterio de reparto escogido 

para los fondos adicionales. En origen estos recursos se redistribuyen entre 

Comunidades Autónomas en función de unos criterios de necesidad más o menos 

aceptables que permiten que el sistema gane en equidad, incorporándose el resultado de 

este reparto a las necesidades financieras de cada territorio. Sin embargo, el importe 

finalmente percibido por cada Comunidad Autónoma resulta de una redistribución de 

los recursos adicionales en función de la población ajustada y no de las variables 

acordadas. En definitiva, si bien en el año en que dichos recursos se incorporan (2009 y 

2010) el efecto resulta neutro, al incluirse los ingresos adicionales en distintos fondos, 

su diferente evolución en el tiempo hace que no cumplan adecuadamente con la 

finalidad para la que fueron creados.   

 

 En definitiva, como ponen de manifiesto los datos, el sistema ofrece un nivel de 

recursos insuficiente para garantizar la prestación de los servicios públicos 

asumidos por las Comunidades Autónomas. 

 

3.2. Aproximación a las necesidades de gasto de cada Comunidad Autónoma mediante 

la población ajustada

 

El método ideal para determinar las necesidades de gasto que se derivan de la 

prestación de unos determinados servicios pasaría por, en primer lugar, definir con 

cierta precisión tales servicios (lo que se denomina la “cartera de servicios”) y, en 

segundo lugar, cuantificar el coste de prestación de los mismos, teniendo en cuenta 

todas las posibles variables diferenciales que componen dicho coste.  

 

Siendo conscientes de que determinar las necesidades de gasto reales en 

términos homogéneos resulta una tarea larga y compleja que no se ha realizado hasta el 

momento, se ha aceptado el recurso a indicadores de reparto una vez definidas unas 

necesidades globales (con los problemas ya comentados en el apartado anterior), 

situación que, en todo caso, debería considerarse como provisional y no definitiva. Es 

preciso iniciar ya el proceso de elaboración de una metodología específica para la 

medición del gasto, basada en estadísticas fiables y comparables de costes, análisis 
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de costes que debería ser llevado a cabo por un organismo oficial de carácter 

independiente.  

 

El actual modelo ha avanzado en la línea del modelo anterior y ha dado un paso 

más definiendo lo que denomina como población ajustada, que constituye un criterio de 

reparto de necesidades globales aceptando la población total como principal criterio y 

ajustándola mediante una serie de variables que son determinantes en el coste de los 

servicios, instrumento que parece acertado con carácter transitorio y ante la falta de 

información precisa sobre los costes de los servicios a prestar. De esta forma, la 

población ajustada se convierte en una variable de aproximación a las necesidades de 

cada Comunidad, pero siempre partiendo de un importe que no refleja realmente las 

necesidades reales, sino más bien un montante concreto de recursos que han de 

repartirse entre todas las Comunidades Autónomas.  

 

Centrando el análisis en este elemento clave que es la población ajustada, cabe 

plantearse si su definición es correcta, aceptando siempre que se trata de una variable de 

aproximación, con los defectos que ello conlleva. En este sentido, un estudio de sus 

componentes y de la realidad del gasto autonómico refleja algunos problemas que 

deberían ser subsanados, y que se exponen a continuación. 

 

a) Población protegida equivalente:  

 

Esta variable pretende ajustar la población teniendo en cuenta el coste 

sanitario según la edad de la población protegida. Con ello se pretende 

representar aquella parte de las necesidades totales de gasto que se derivan 

de las prestaciones sanitarias y el coste que conllevan. 

 

El análisis de esta variable permite concluir, a pesar de las limitaciones 

informativas existentes, que, por una parte, su ponderación (38%) resulta 

insuficiente y, por otra, el cálculo de costes diferenciales por tramos de edad 

(actualmente 7) debe ampliarse a más tramos y actualizarse el coste relativo 

de cada uno. 
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Tal y como pusimos de manifiesto en su día y como confirman los nuevos 

datos disponibles, el primero de los defectos señalados se deriva 

directamente del peso que las necesidades de financiación del coste sanitario 

tienen sobre el total de las necesidades financiadas por el sistema. Como se 

observa en el cuadro 2, este peso supera claramente el 50% en el periodo 

de vigencia del modelo actual, porcentaje que resultaría incluso superior si 

se considera únicamente la parte de los ingresos teóricamente destinada a 

sufragar el gasto derivado de los servicios públicos fundamentales (75% de 

la capacidad tributaria). Si bien es cierto que puede haber algunas 

prestaciones que no formen parte de una cartera básica de servicios a 

financiar por el sistema, resulta evidente que el peso actualmente asociado es 

insuficiente: 

 

 

Cabe señalar, en segundo lugar, que la definición de esta variable se deriva 

del último informe del Grupo de Trabajo sobre análisis del gasto sanitario, 

del año 2007, que utilizaba para los cálculos un reparto de la población 

protegida en 7 tramos de edad, solo 2 de los cuales se situaban por encima 

de los 65 años (65-74 y 75 en adelante). Sin embargo, los estudios 

% Prome

Gasto en Sanidad (a) 49.756,5 ‐16,6% 52.341,1
Recursos procedentes del sistema (2) (b) 86.665,8 ‐20,5% 99.213,5

Peso relativo gasto en sanidad (b)/(a) 57,4% 53,0%

(1) Proyectos de Presupuestos.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

(2) Inclluye: Tributos cedidos parcial y totalmente, transferencias del Fondo de Garantía de los S.P.F., Fondo de Suficiencia
Global y Fondos de Convergencia así como liquidación de ejercicios previos. Datos presupuestarios

Millones de euros
PRESUPUESTOS 

2015 (1)
Var. 2009-2015 (%)

CUADRO 2. EVOLUCIÓN GASTO SANITARIO CCAA DE RÉGIMEN 
COMÚN

dio
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disponibles2 sobre la materia indican que el gasto sanitario crece de forma 

exponencial a partir de los 65 años. Así, según estos estudios, frente a un 

promedio de gasto de 362 euros por habitante, el gasto generado por los 

mayores de 75 años es de 1.255 euros, casi seis veces superior al que genera 

la población entre 15 y 44 años. Si tenemos en cuenta además que la mayor 

parte del gasto sanitario se concentra al final de la vida (más del 60% a 

partir de los 65 años) y que la esperanza de vida se ha incrementado en los 

últimos años, se concluye fácilmente que el peso calculado en 2007 (2,175 

para los mayores de 65 años y 2,759 para personas de más de 75 años) 

resulta claramente insuficiente. 

 

Se hace por tanto necesario incrementar el número de tramos a partir 

de los 65 años si se desea reflejar adecuadamente y con rigor el peso de 

la edad en el gasto sanitario a través de la población protegida 

equivalente. 

 

Estas carencias justifican la necesidad de realizar nuevamente un análisis de 

la distribución del gasto sanitario por edades teniendo en cuanta las 

observaciones mencionadas, en particular el peso de las personas de mayor 

edad, y  con datos de gasto actualizados. 

 

b) Población mayor de 65 años:  

 

Esta variable persigue incorporar en la población ajustada el diferencial de 

coste por persona que se deriva de la prestación de servicios asociados a este 

colectivo, al margen de los sanitarios, ya incluidos en la población protegida 

equivalente. 

 

                                                 
2 Informe del Grupo de Trabajo de análisis del gasto sanitario; Revista de estudios regionales: 
“Necesidades de gasto sanitario público inducidas por factores demográficos. Un análisis por CCAA” (J. 
Sánchez Fernández y J. Sánchez Maldonado); Fundación BBVA: “Gasto sanitario y envejecimiento de la 
población en España” (N. Ahn, J. Alonso Meseguer y J.A. Herce San Miguel); Informe SEMFYC 2012 y 
diversos informes de otras entidades (IEF, FUNCAS, Universidades, etc.).  
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Los datos disponibles muestran que el envejecimiento de la población tiene 

un impacto muy superior al otorgado (8,5%) en los costes por persona 

derivados de los servicios públicos no sanitarios prestados por las 

Comunidades Autónomas, básicamente a través de los denominados 

servicios sociales. El análisis del gasto público, realizado a partir del detalle 

disponible de los Presupuestos de las Comunidades Autónomas en el periodo 

2009-2014 parece confirmarlo. Así, el peso del gasto asociado a estas 

políticas se situaría por encima del 10%, tal como se muestra en el cuadro 3, 

cifra que además se ha incrementado con respecto a los cálculos efectuados 

en la versión previa del presente documento:  

 

 

% Promed

Gasto ligado al envejecimiento (2) 10.194,7 ‐9,9% 10.840,4
Recursos procedentes del sistema (3) 92.566,9 ‐15,1% 101.304,8

Peso relativo gasto envejecimiento (3)/(2) 11,0% 10,7%

(1) Presupuestos aprobados.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

(3) Incluye: Tributos cedidos parcial y totalmente, transferencias del Fondo de Garantía de los S.P.F., Fondo de Suficiencia
Global y Fondos de Convergencia así como liquidación de ejercicios previos. Datos presupuestarios.

Millones de euros
PRESUPUESTOS 

2014 (1)
Var. 2009-2014 (%)

CUADRO 3. EVOLUCIÓN GASTO LIGADO AL ENVEJECIMIENTO 
CCAA RÉGIMEN COMÚN

(2) Incluye: Complementos de pensiones, servicios sociales y promoción social.

io

c) Costes fijos y economías de escala3: 

 

A pesar de los avances que supuso el modelo de 2009 a este respecto, siguen 

existiendo elementos que no están siendo suficientemente valorados a la hora 

de estimar las necesidades de gasto. Así, por ejemplo, no se tiene en cuenta 

la existencia de costes fijos y economías de escala en la prestación de los 

                                                 
3 A. de la Fuente, M. Gundín, J. López Laborda y V. Salas.   
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servicios públicos. Es evidente que, a igualdad de otros factores de 

necesidad, no tiene el mismo coste por habitante la prestación de los 

servicios públicos a una población pequeña que a una gran población, 

diferencia que se debe a las economías de escala que reducen el coste per 

cápita cuanto mayor es la población atendida. Los estudios económicos 

existentes a este respecto valoran este coste en al menos un 1% del total de 

necesidades, siendo este el peso relativo mínimo con que dicha variable se 

debería dotar. 

 

d) Otros factores:  

 

La fórmula de cálculo de la población ajustada definida en el actual modelo 

contempla otras dos variables que merecen un análisis individualizado. 

Por una parte, la fórmula contempla la superficie de cada territorio, 

otorgándole un peso relativo del 1,8%. Esta variable se mide en unidades de 

superficie (km2), de manera que no se reflejan las diferencias en dificultades 

orográficas, que evidentemente suponen mayores costes a igualdad de 

superficie, tanto en términos de desplazamiento para la prestación de 

servicios públicos (especialmente en los esenciales, como sanidad o 

educación), como en el coste de las propias infraestructuras públicas 

(transporte de personas, mercancías, energía, etc.).  El impacto de las 

distancias en el coste de prestación de los servicios públicos no puede 

medirse únicamente mediante unidades de superficie, sino que deben tenerse 

también en cuenta, como se ha indicado, los tiempos de desplazamiento, el 

coste de las infraestructuras y otros factores relacionados con las diferencias 

orográficas. Es preciso por ello realizar un estudio riguroso sobre este factor, 

ponderándolo adecuadamente y utilizando las unidades de medida 

adecuadas. 

 

De manera análoga, entendemos que la importancia del factor de dispersión 

resulta bastante superior al 0,6% que recoge el modelo en vigor (cabe 

recordar que en el anterior modelo este factor tenía un peso relativo del 
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1,2%). Siendo un factor relacionado con el anterior, resulta indudable que los 

costes de prestación de los servicios y la construcción y el mantenimiento de 

las infraestructuras necesarias están directamente influidos por el grado de 

dispersión de la población, lo que aconseja la realización de estudios que 

determinen con precisión el peso relativo de esta variable, dotándola del peso 

relativo que le corresponde en la determinación de la realidad de las 

necesidades. 

 

 Estas carencias han provocado que la aplicación de un concepto en principio 

válido como variable de aproximación a las necesidades, como es la población ajustada, 

se haya mostrado deficiente en la práctica, no recogiendo la realidad actual de las 

necesidades de gasto en relación con los servicios a financiar por el modelo, lo que 

redunda en beneficio de algunas Comunidades Autónomas y en detrimento de otras. 

 

 La determinación de la población ajustada influye en el los análisis de 

posiciones relativas comparadas entre territorios. Dado que las necesidades de gasto 

dependen de factores ajenos a la población, el análisis de las posiciones relativas estará 

desvirtuado en el origen. Es decir, dado que se parte de la población ajustada como 

aproximación a las unidades de gasto equivalentes que deberían surgir de un análisis de 

gasto más complejo, y que existen numerosos factores determinantes del coste ajenos al 

poblacional (especialmente en los servicios públicos no incluidos en los servicios 

públicos fundamentales) este tipo de análisis de ranking por Comunidades Autónomas 

presenta muchas limitaciones y debe ser revisado. 

 

 

4. FINANCIACIÓN DE NECESIDADES 

 

Como se indicaba en el apartado anterior, el sistema de financiación de las 

Comunidades Autónomas debería perseguir una igualación plena entre las necesidades  

de sus ciudadanos y los recursos asignados a cada una de ellas por el sistema para su 

financiación, en términos homogéneos y normativos. La Constitución Española 

establece que los ciudadanos tienen idénticos derechos y obligaciones con 
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independencia de cuál sea su lugar de residencia, por lo cual el modelo en su conjunto 

debe garantizar la cobertura del total de servicios a financiar. 

 

A partir de esta premisa básica, en el presente apartado se analiza en qué medida 

los distintos componentes del sistema destinados a financiar las necesidades de gasto - 

la capacidad tributaria (tributos cedidos de forma parcial o total), la transferencia del 

Fondo de Garantía de los Servicios Públicos, la transferencia del Fondo de Suficiencia 

Global y los Fondos de Convergencia autonómica- responden a su finalidad. 

 

4.1. La capacidad tributaria 

 

Las necesidades financieras del conjunto de territorios se nutren en su mayor 

parte mediante la denominada capacidad tributaria, distinguiéndose en ésta dos bloques, 

que son los “tributos cedidos tradicionales” (Transmisiones Patrimoniales y Actos 

Jurídicos Documentados, Sucesiones y Donaciones, Patrimonio y Tasas sobre el Juego), 

en los que las competencias gestoras corresponden a las Comunidades Autónomas, y 

tributos compartidos, en los cuales, a pesar de concederse cierto margen normativo, las 

facultades gestoras permanecen en manos de la Administración Central (Agencia Estatal 

de la Administración Tributaria). 

 

En relación con los primeros (“tributos cedidos tradicionales”), y con el ánimo 

de fomentar el ejercicio de la corresponsabilidad fiscal, el sistema computa los recursos 

aportados por los mismos mediante lo que se ha denominado recaudación normativa, 

valor que pretende aproximar la recaudación obtenida una vez eliminado el efecto 

causado en la misma por el ejercicio de las competencias normativas por parte de las 

Comunidades Autónomas.  

 

Estos valores normativos se definen para cada uno de los tributos afectados en 

los siguientes términos: 

 

- Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados: el valor normativo se corresponde con el 85% del importe 
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recaudado por este impuesto en el año base 2007. Dicho importe evoluciona 

al ITE regional. Ello supone un tratamiento homogéneo para el conjunto de 

Comunidades Autónomas y sin tener en cuenta las diferencias en el uso de 

las competencias normativas por parte de estas. Sin embargo, el modelo no 

justifica en ningún momento la razón por la que se toma el citado porcentaje 

y en qué medida esta fórmula realmente aproxima un valor normativo real. 

 

- Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: en este caso, el valor normativo se 

corresponde con el resultado de duplicar su valor normativo del año base 

2007 y posteriormente actualizarlo por el incremento del ITE. De nuevo se 

toma un criterio lineal y que poco tiene que ver con la evolución real del 

tributo. 

 

- Tributos sobre el Juego: su valor normativo se corresponde con el valor 

normativo del año base 1999, de acuerdo con la Ley 21/2001, de 27 de 

diciembre, una vez actualizado por el incremento del ITE.  

 

Esta cuantificación teórica de los valores normativos provoca que el modelo 

cuantifique unos recursos que no se ajustan a la realidad, a diferencia de lo que sucede 

con los tributos compartidos, donde realmente se descuenta el impacto en la 

recaudación del ejercicio de las competencias normativas autonómicas al alza o a la 

baja. 

 

Con el fin de demostrar la anterior afirmación se ha llevado a cabo un breve 

ejercicio teórico (cuadro 4) consistente en comparar para el año 2013, último ejercicio 

liquidado, la recaudación normativa que determina el modelo vigente con la 

recaudación normativa que resultaría de aplicar los costes e ingresos adicionales 

derivados del ejercicio de competencias normativas que las propias Comunidades 

Autónomas determinan y que comunican a la Inspección de los Servicios del Ministerio 

de Hacienda y Administraciones Públicas. 
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Miles de euros

Recaudación 
normativa 

según modelo 
(1)

Recaudación 
líquida (2)

Mejoras derivadas 
de la gestión 

autonómica (10%) 
(3)

Incremento 
recaudatorio 

competencias 
normativas (4)

Recálculo 
recaudación 

normativa (5)=(2)-
(3)-(4)

Error cometido 
cómputo por el 

modelo

TOTAL 12.935.768,15 7.828.426,86 930.034,56 -5.384.347,36 10.739.157,75 2.196.610,40

(1) Datos extraídos de las liquidación del modelo de f inanciación
(2) Información presupuestaria extraída del Ministerio de Hacienda. Datos de liquidaciones.

(5) Recaudación normativa recalculada a partir de la recaudación líquida real, las mejoras de gestión autonómica y el impacto de las competencias normativas.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP.

(3) Estimación propia teniendo en cuenta el desarrollo de los aspectos gestores desarrollados por las Comunidades Autónomas desde el momento de la delegación. Se lleva a cabo 
un ajuste en función del peso relativo de la recaudación líquida sobre el total de derechos liquidados (DRN).

(4) Información comunicada por cada comunidad autónoma a la Inspección de los Servicios del Ministerio de Hacienda. Fuente: Presupuestos Generales del Estado 2015. Se lleva a 
cabo un ajuste en función del peso relativo de la recaudación líquida sobre el total de derechos liquidados (DRN).

CUADRO 4. RECÁLCULO RECAUDACIÓN NORMATIVA TRIBUTOS CEDIDOS TRADICIONALES: 
EJERCICIO 2013

 

El total de la recaudación normativa calculada e imputada por el sistema al 

conjunto de Comunidades Autónomas en el ejercicio 2013 procedente de los impuestos 

sobre Sucesiones y Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados y sobre las Tasas sobre los Juegos de Suerte, Envite o Azar, ascendió, 

según la liquidación del sistema en dicho ejercicio, a 12.935,8 millones de euros. 

 

De los datos publicados por el propio Ministerio de Hacienda y 

Administraciones Publicas se deduce que la recaudación líquida realmente obtenida, es 

decir, los ingresos reales con que contaron las Comunidades Autónomas en dicho 

ejercicio para destinar a gastos, fue de 7.828,4 millones de euros.  

 

Por lo tanto, de la simple comparación de los datos de ambas fuentes se obtiene 

una primera conclusión: los ingresos computados por el modelo de financiación para los 

tributos indicados en términos normativos resultan muy superiores a la financiación 

realmente otorgada por el citado sistema y obtenida por las Comunidades Autónomas.  

 

Como se ha señalado anteriormente, los informes sobre la gestión de tributos 

cedidos que elabora la Inspección de los Servicios del Ministerio de Hacienda y 

Administraciones Públicas, cuya publicación se lleva a cabo junto con el Proyecto de 

Presupuestos Generales del Estado de cada año, contienen el coste o ingreso adicional 

que se deriva del ejercicio de las competencias normativas autonómicas en los términos 

suministrados por cada Comunidad Autónoma. Tomando la información 
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correspondiente al ejercicio 2013, se obtiene una merma recaudatoria estimada en 

términos de recaudación líquida de 5.384,3 millones de euros.  

 

Por otra parte, deben tenerse en cuenta para el cálculo de los valores normativos 

aquellos ingresos adicionales derivados de las mejoras gestoras autonómicas, que se 

cifran aproximadamente en un 10% del total de ingresos (930 millones en términos 

recaudación líquida). 

 

De todo lo anterior se deduce una recaudación normativa efectiva (es decir, sin 

tener en cuenta el ejercicio de competencias autonómicas) de 10.739,2 millones de 

euros.  

 

Este pequeño ejemplo pone de manifiesto que, solo en el ejercicio 2013, se 

imputó a las Comunidades Autónomas un exceso de ingresos por estos tributos de 

2.196,6 millones de euros (1.413,8 millones de euros sin tener en cuenta las mejoras en 

las competencias gestoras). En la misma línea, otros estudios4 sitúan este exceso de 

valoración normativa (infradotación de recursos del sistema) por encima de los 3.000 

millones de euros. 

 

Estos errores cometidos en la determinación de la recaudación normativa 

provocan la imputación a las Comunidades Autónomas de recursos inexistentes por una 

elevada cuantía, y por tanto las privan de una parte no despreciable de recursos 

adicionales que deberían venir de la mano del Fondo de Suficiencia Global, de acuerdo 

al esquema del modelo actual. 

 

Es importante destacar que el efecto se produce año tras año y que además esta 

deficiencia del sistema no afecta por igual a todas las Comunidades Autónomas, 

alterando de manera ficticia las posiciones relativas en términos de recursos por 

habitante ajustado. Posiciones, que tal y como se ha comentado previamente tampoco 

                                                 
4 "La financiación de las comunidades autónomas de régimen común en 2011". A. de la Fuente. Instituto 
de Análisis Económico (CSIC). Septiembre de 2013. “La evolución de la financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común 2002-2011”. A. de la Fuente. Fundación BBVA. Noviembre 
2013. 
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han de considerarse como representativas puestos que parten de distribuir los ingresos 

totales en función de la población ajustada, variable que no incluye la totalidad de las 

necesidades ni tiene en cuenta la realidad de las necesidades de gasto en cada territorio. 

 

Cabe recordar en este punto que la capacidad normativa se introduce en el 

sistema con el fin de incrementar la corresponsabilidad fiscal de las Comunidades 

Autónomas y permitir a estas cierto margen de autonomía, haciéndolas corresponsables 

de sus decisiones. De este modo, si una Comunidad Autónoma decide incrementar la 

presión fiscal sobre sus ciudadanos para prestar servicios adicionales o en mejores 

condiciones, debe ver reflejado dicho esfuerzo en sus recursos disponibles. Del mismo 

modo, una rebaja impositiva deberá reducir los ingresos en aquellas Comunidades 

Autónomas que decidan aplicarla. Si bien es cierto que esta parece la pretensión del 

modelo en origen, como consecuencia de una metodología errónea de cálculo, el 

modelo provoca que en el año base los ingresos asignados a cada territorio incorporen 

gran parte del efecto de las competencias normativas ejercidas previamente. Dicho 

impacto de partida no se corrige con el transcurso del tiempo, puesto que estas 

recaudaciones normativas no se recalculan sino que se les aplica un índice de evolución. 

 

Lo anteriormente expuesto conduce a que debe acordarse una metodología 

clara para la medición de la recaudación en términos normativos que aísle el 

impacto real de las modificaciones normativas autonómicas, corrija las graves 

carencias existentes y evite mayores distorsiones en el modelo por esta vía. Este 

avance es imprescindible para poder garantizar la igualdad en la prestación de 

servicios con niveles similares de esfuerzo fiscal. 

 

Por lo que se refiere al resto de tributos cedidos que completan la denominada 

capacidad tributaria, la carencia más grave está relacionada con aquellos tributos en los 

que las Comunidades Autónomas reciben únicamente una participación en los ingresos 

sin competencias normativas.  

 

Así, en lo relativo al IVA y la mayor parte de Impuestos Especiales, el modelo 

prevé un ajuste a realizar en el Fondo de Suficiencia Global, en concreto, el artículo 
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21.2 de la Ley 22/2009 establece que “Las variaciones en los tipos impositivos estatales 

de los Impuestos Especiales de Fabricación e IVA determinarán una revisión del Fondo 

de Suficiencia Global provisional o definitivo por el importe del incremento o bajada de 

recaudación estimado para cada Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de 

Autonomía. Dicha revisión se hará por el Ministerio de Economía y Hacienda de oficio, 

sin que sea preciso acuerdo en las Comisiones Mixtas, a estos efectos”. 

 

Este ajuste supone en la práctica que, ante una evolución económica negativa 

como la actual, se niegue a los territorios autonómicos toda capacidad de 

recuperación de ingresos. Esto es, no solamente las Comunidades Autónomas no 

participan en las decisiones que adopta la Administración General del Estado sobre 

estos tributos, sino que tampoco se les hace partícipes de la recaudación adicional 

obtenida e incluso deben soportar una parte del coste que la modificación genera en su 

condición de contribuyente. Este aspecto como tal podría resultar acorde con el modelo, 

sin embargo el problema se plantea cuando a todo ello se une el hecho de que los 

gobiernos autonómicos no disponen de un margen fiscal propio para adaptar esta parte 

importante de sus recursos (que supone más de un tercio del total de los ingresos que les 

proporciona el sistema) a las variaciones de sus necesidades o del resto de recursos 

disponibles. 

 

 En definitiva, en una situación de crisis económica como la actual, las 

Comunidades Autónomas deberían participar de estos ingresos adicionales puesto 

que carecen de competencias normativas en estos tributos y de alternativas que les 

permitan obtener idéntico resultado. En otro caso, debería replantearse la 

inclusión en el modelo de financiación de tributos sobre los que los gobiernos 

subcentrales no pueden actuar. No debemos obviar que un impuesto cedido lo es de 

manera efectiva cuando se realiza la cesión de su rendimiento acompañado de la 

necesaria capacidad normativa para modificar algunos sus elementos. En caso contrario, 

se trata de una mera participación territorializada en ingresos del Estado que, por 

definición, no incrementa la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas. 
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Otra de las distorsiones en relación con los ingresos viene derivada por la brecha 

existente en algunos tributos entre entregas a cuenta y liquidaciones. Así, por ejemplo, 

en el caso del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, cuando una Comunidad 

decide modificar la tarifa autonómica, no se alteran las retenciones que abonan los 

contribuyentes y ello provoca que la medida pierda en eficacia y que el coste o ingreso 

real de la misma se dilate hasta el momento de la liquidación del modelo, lo que sucede 

con dos años de retardo. En definitiva, para evitar este tipo de efectos debería 

mejorarse la metodología para la determinación de las entregas a cuenta, en 

particular en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas disponemos 

de capacidad normativa. 

 

Por último, dentro de este bloque de tributos cedidos, cabe destacar que el 

reparto tanto del IVA como de los Impuestos Especiales se realiza en función de unos 

Índices territoriales de reparto cuya metodología resulta bastante opaca para las 

Comunidades Autónomas. Dada la importancia que estos Índices tienen sobre los 

recursos distribuidos por el sistema a cada Comunidad Autónoma, es necesario 

clarificar y mejorar la metodología de cálculo aplicada, lo que redundará en una 

mayor transparencia y equidad del modelo. 

 

4.2. Las transferencias del Fondo de Garantía de los servicios públicos fundamentales y 

el Fondo de Suficiencia Global 

 

Los siguientes elementos que componen los recursos de cada Comunidad 

Autónoma son las transferencias recibidas del Fondo de Garantía y del Fondo de 

Suficiencia. En anteriores apartados se explican las deficiencias que tienen estas 

transferencias, derivadas principalmente de sus mecanismos de evolución y los ajustes 

que sufren (cómputo de la capacidad normativa, variables que componen la población 

ajustada o ajustes en el fondo de suficiencia). En el caso del Fondo de Garantía, el 

modelo equipara su dotación (75% de la capacidad tributaria y recursos adicionales) con 

las necesidades de financiación de los servicios públicos fundamentales, lo que no es 

correcto porque, tal como se ha mostrado, la cuantía es insuficiente, afectando a la 

suficiencia del modelo.  
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Adicionalmente, respecto al Fondo de Suficiencia cabe destacar, tal y como 

veremos más adelante, que las dotaciones en el año base no se ajustan con el tiempo en 

función de las necesidades de cada Comunidad Autónoma sino que son los sucesivos 

ajustes previstos en la normativa los que condicionan su cuantía (deducción de la 

recaudación por incremento de tipos en IVA, Impuesto sobre Patrimonio o asunción de 

nuevas competencias singulares) provocando distorsiones ajenas a los cambios en las 

necesidades y a la propia evolución de los ingresos tributarios.  

 

 

5. EVOLUCIÓN DINÁMICA DEL MODELO 

 

Una vez descrito el funcionamiento del sistema, partiendo de sus componentes y 

analizándolo desde el punto de vista de las necesidades y su financiación, es preciso 

comprobar en qué medida la evolución del actual modelo durante el periodo de vigencia 

ha permitido responder a las finalidades perseguidas en su nacimiento y plasmadas en la 

Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las 

Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y 

se modifican determinadas normas tributarias. 

 

Para realizar de forma ordenada este análisis, partiremos de los siguientes 

aspectos: 

 

- Evolución de recursos proporcionados por el sistema: entregas a cuenta y 

liquidación. 

- Principal regla de evolución: los ITE. 

- Evolución atribuible a la estructura del sistema: el “efecto composición”. 

 

 

 

 

28 
 



5.1. Evolución de recursos proporcionados por el sistema: entregas a cuenta y 

liquidación. 

 

Los resultados de la propia evolución de recursos aportados por el sistema desde 

2009 han puesto de manifiesto ciertas carencias y un defectuoso funcionamiento del 

modelo inicialmente acordado, aspectos que se pueden deducir fácilmente de un somero 

análisis de los ingresos presupuestarios procedentes del sistema de financiación 

reflejados por las Comunidades Autónomas.  

 

El cuadro 5 muestra de forma resumida las principales cifras evolutivas en el 

periodo de análisis (2009-2015): 

 

CUADRO 5: EVOLUCIÓN DE RECURSOS PROCEDENTES DEL SITEMA DE 
FINANCIACIÓN 

 

Millones de euros  2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 

               

Recursos procedentes del sistema (1)  108.991,9 90.486,5 107.190,7 108.442,8 100.150,3  92.566,9  86.665,8

% variación respecto al ejercicio anterior   -17,0% 18,5% 1,2% -7,6% -7,6% -6,4%

               

Recursos liquidados (normativos) (2)  87.928,6 103.283,7 99.761,8 95.174,1 93.883,4     

% variación respecto al ejercicio anterior   17,5% -3,4% -4,6% -1,4%    

               

               

Entregas a cuenta (3)  54.179,2 44.876,7 71.270,3 81.735,7 82.689,5  80.533,2  84.434,1

% variación respecto al ejercicio anterior   -17,2% 58,8% 14,7% 1,2% -2,6% 4,8%

               

PIB nacional en términos corrientes  1.079.034 1.080.913 1.075.147 1.055.158 1.049.181  1.058.469   

% variación respecto al ejercicio anterior   0,2% -0,5% -1,9% -0,6% 0,9%  

               

(1) Incluye: Tributos cedidos parcial y totalmente, transferencias del Fondo de Garantía de los S.P.F., Fondo de 
Suficiencia Global y Fondos de Convergencia así como liquidación de ejercicios previos. Datos presupuestarios. 

(2) Datos procedentes de las liquidaciones del modelo para cada ejercicio. 

(3) No tiene en cuenta la recaudación obtenida por los tributos cedidos tradicionales ni por aquellos otros que se 
reciben mensualmente según liquidaciones de la AEAT. 

        

Fuentes: Ministerio de Hacienda y AAPP,  INE.              
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Los datos estadísticos disponibles ponen de manifiesto que los recursos del 

sistema han evolucionado de forma errática, sin seguir la tendencia marcada por el 

ciclo y sin que haya una correlación entre los recursos presupuestarios (estimaciones a 

priori materializadas en entregas a cuenta) y los recursos que finalmente otorga el 

sistema una vez liquidado el año correspondiente (se observan evoluciones justo en 

sentido contrario). 

 

Esta impredecible evolución es la consecuencia, por un lado, de los defectos ya 

comentados en apartados previos y, por otro, de distorsiones provocadas por cuestiones 

ajenas a la evolución de la recaudación en el principal mecanismo de evolución de los 

elementos normativos, el ITE (este aspecto se desarrollará en el siguiente apartado del 

documento). 

 

Es necesario señalar de nuevo que esta evolución no responde a las 

necesidades de financiación de las Comunidades Autónomas, más bien al contrario, 

provoca efectos de segunda ronda relacionados con los objetivos de estabilidad 

financiera y presupuestaria. Es decir, la incierta evolución de los ingresos que 

proporciona el sistema en cada ejercicio a través de las entregas a cuenta provoca una 

mayor o menor disponibilidad de recursos en manos de las Comunidades Autónomas, 

incidiendo en el comportamiento de su gasto conforme a sus objetivos de estabilidad 

presupuestaria. Dada la divergencia entre tales recursos y los que finalmente resultan de 

las liquidaciones del sistema, se generan posteriormente nuevas alteraciones en los 

presupuestos autonómicos, dificultando aún más la tarea de las Comunidades 

Autónomas para cumplir con el principio de estabilidad financiera. 

 

5.2. Principal regla de evolución: los ITE  

 

El ITE (Ingresos Tributarios del Estado) es utilizado en el modelo de 

financiación como referencia evolutiva para determinados elementos de importancia 

clave en la determinación final de los recursos, como son la aportación de recursos 

adicionales al Fondo de Garantía, el Fondo de Suficiencia, los Fondos de Convergencia, 
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además del cálculo normativo de los denominados tributos cedidos tradicionales (cuya 

específica problemática ha sido objeto de análisis individualizado en el apartado 4). 

 

El modelo utiliza este índice de referencia para determinar la evolución de 

dichos componentes con el fin de aportar a los ingresos del modelo cierta estabilidad y 

una tendencia acorde con los recursos tributarios del Estado. Sin embargo, el ITE 

definido presenta algunas carencias que, deberían ser subsanadas.  

 

La inclusión de solo una parte de los tributos y la deducción de las entregas a 

cuenta (consecuencia directa de las estimaciones estatales de recaudación) así como de 

las liquidaciones abonadas con cargo a ejercicios previos, hacen que este agregado no 

siga una tendencia lógica coherente con el ciclo económico.  

 

En este mismo sentido, las distorsiones provocadas por este índice generan 

liquidaciones de diferente signo (a favor o en contra de las Comunidades Autónomas), 

de forma que la onda de distorsión se prolonga desde el año liquidado al año en que tal 

liquidación se paga, provocando nuevas variaciones en el ITE al margen de la 

recaudación global y del ciclo (alteraciones entre ejercicios de las devoluciones, 

cambios en los plazos de las autoliquidaciones, errores en las estimaciones, etc.). 

 

El cuadro 6 pone de manifiesto las discrepancias existentes entre la evolución 

real de la recaudación y el ITE nacional que el modelo toma en cuenta:  
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Millones de euros

Año
Recaudación 

tributos 
compartidos (1)

Var. Sobre 
2007

Enregas a 
cuenta del 

ejercicio (2)

Liquidaciones 
abonadas 

ejercicios previos 
(3)

ITE nacional 
(1)-(2)-(3)

Var. Sobre 
2007

2007 147.185,7 0,0 66.464,4 4.431,0 76.290,3 0,0

2009 115.503,1 ‐21,5 54.179,2 4.842,5 56.481,4 ‐26,0
2010 134.506,1 ‐8,6 44.876,7 ‐31,7 89.661,2 17,5
2011 136.715,6 ‐7,1 71.270,3 ‐1.352,0 66.797,4 ‐12,4
2012 137.785,1 ‐6,4 81.735,7 3.754,8 48.295,9 ‐36,7
2013 139.363,5 ‐5,3 82.689,5 1.762,4 72.302,5 ‐5,2

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

CUADRO 6. COMPARATIVA RECAUDACIÓN TRIBUTOS COMPARTIDOS E 
ITE NACIONAL

 

Así pues, un índice que pretendidamente persigue garantizar una evolución 

coherente de determinados componentes del sistema se ha materializado en un factor 

desequilibrante y distorsionador del modelo, provocando, como se ha señalado, que 

los ingresos del modelo se encuentren sometidos a enormes fluctuaciones que no tienen 

lógica económica ni responden en absoluto a las necesidades de gasto. 

  

 Cabe recordar que la aproximación de las entregas a cuenta a las liquidaciones 

fue uno de los compromisos adquiridos por la Administración General del Estado en el 

año 2009 y acordado en el seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera. Sin 

embargo, cinco años después no solamente no se ha avanzado en este terreno, sino que 

los resultados parecen ser cada vez más aleatorios. 

 

Este defecto en la aplicación del sistema debería ser corregido modificando el 

cálculo del indicador de evolución de estos ingresos para hacerlo coherente con la 

evolución de la recaudación global y con el ciclo, acompasando la marcha de la 

financiación con la realidad económica y evitando continuos vuelcos ajenos a la 

realidad económica como los que se producen en el modelo en vigor. Para ello, sería 

necesario ampliar su base de cálculo con más tributos, así como eliminar el 

impacto de los factores distorsionantes (entregas a cuenta y liquidaciones), con el 

fin de aportar una mayor estabilidad y permitir una senda evolutiva más 

coherente con el ciclo y con la recaudación. 

32 
 



 

5.3. Evolución atribuible a la estructura del sistema: el “efecto composición” 

 

Por “efecto composición” entendemos aquella distorsión que se produce en la 

evolución de los recursos totales que proporciona el sistema a una determinada 

Comunidad en función de los diferentes pesos relativos que para la misma tenga cada 

uno de los elementos de financiación que prevé el modelo.  

 

Como se detalla en el apartado 2, las necesidades de gasto se financian mediante 

diferentes vías o elementos de financiación, cada una de estas vías previstas por el 

sistema tendrá para cada Comunidad, ya de inicio, diferente peso relativo sobre el total 

de recursos que recibe. Así, habrá determinadas Comunidades Autónomas (las más 

“ricas”) en las que la capacidad tributaria tendrá un mayor peso, frente a otras (las 

menos “ricas”) en las que las transferencias del Fondo de Garantía o del Fondo de 

Suficiencia tendrán una mayor importancia relativa. Y lo mismo podrá ocurrir en el caso 

de los Fondos de Convergencia. Incluso dentro de la capacidad tributaria, cada 

Comunidad Autónoma, en función de su estructura económica, tendrá un reparto por 

tributos diferente. 

 

Estas diferencias de composición son en principio indiferentes para el resultado 

del modelo en el año base (dado que se garantizan unas necesidades de partida al 

margen de la vía de aportación de recursos), pero no ocurre lo mismo en los siguientes 

ejercicios, ya que cada elemento de financiación tiene su particular norma de evolución. 

De esta forma, estas diferencias de composición entre Comunidades Autónomas tienen 

notable incidencia en la evolución de su financiación, incluso en el caso hipotético de 

Comunidades Autónomas idénticas pero con distintos pesos relativos en sus recursos, 

ocasionando notables diferencias e incluso volatilidad en la evolución de los índices 

comparativos de financiación por habitante ajustado, sin que tales divergencias 

respondan a cambios en las necesidades de los habitantes de las Comunidades 

Autónomas.  
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A ello también han contribuido los diversos ajustes producidos como 

consecuencia de la aportación de nuevos recursos adicionales en 2010, de las 

modificaciones en los tipos del IVA y otros (Impuesto sobre el Patrimonio, Policía 

autonómica de Cataluña, etc.), que alteraron la composición de recursos y la evolución 

inicialmente esperable, dado que cada elemento evoluciona de forma diferente. En este 

sentido, la sustitución de recursos vía Fondo de Suficiencia por recursos vía IVA (u otro 

ajuste similar) conlleva además una incongruencia en términos dinámicos, pues supone 

una modificación de los mecanismos evolutivos inicialmente previstos de la cantidad 

trasladada de una vía que debería aportar más estabilidad a otra más volátil, al margen 

de que provoca la paradójica situación en la que el Fondo de Suficiencia para 

competencias homogéneas pase a ser negativo, esto es, que la capacidad tributaria sea 

excesiva conforme al sistema, incluso aunque los recursos totales resulten insuficientes 

en contraste con las necesidades de gasto. 

 

Este efecto, junto con una evolución económica adversa, ha generado 

resultados inesperados e imprevistos, lo que a su vez ha provocado que casi desde sus 

inicios muchas Comunidades Autónomas se hayan mostrado insatisfechas con este 

modelo. 

 

El efecto es tal que, incluso en el supuesto de dos Comunidades Autónomas 

idénticas inicialmente en cuanto a necesidades, pero con diferente peso relativo entre los 

componentes de su estructura de financiación, se producirán divergencias en la 

financiación total y per cápita en los siguientes ejercicios, incluso permaneciendo igual 

la población ajustada (salvo que, casualmente, unas variaciones se compensaran con 

otras ofreciendo el mismo resultado). Si a este efecto distorsionante le unimos el 

inadecuado procedimiento de cálculo de los valores normativos de los tributos cedidos 

tradicionales o del ITE, no es de extrañar la obtención de resultados tan dispares e 

impredecibles que proporciona el sistema.  

 

El análisis de este fenómeno permite observar una cierta tipología en su 

incidencia por Comunidades Autónomas, en tanto que los pesos de la capacidad 

tributaria, la transferencia del Fondo de Garantía y la transferencia del Fondo de 
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Suficiencia para competencias homogéneas guardan una estrecha relación con el nivel 

de renta de las Comunidades Autónomas. Las menos “ricas”, con carácter general, 

tienen un mayor peso de las transferencias del Fondo de Garantía y del Fondo de 

Suficiencia por disponer de menor capacidad tributaria, y al contrario ocurre con las 

más “ricas”. De esta forma, el resultado del modelo para cada Comunidad a lo largo del 

ciclo económico dependerá no solamente de la evolución particular de su riqueza, sino 

también de la composición de los recursos que le ofrece el sistema, contribuyendo este 

efecto también a alterar posiciones relativas de las Comunidades Autónomas por dichas 

diferencias. 

 

En definitiva, este “efecto composición” pone de nuevo en evidencia la 

debilidad y las carencias del modelo en cuanto al respeto a los principios de 

igualdad y equidad.  

 

 Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que desde el año 2009 estamos en 

una fase de grave recesión económica, lo que ha provocado un determinado 

comportamiento de los elementos que componen el sistema, por lo que los 

resultados podrían ser justo los contrarios de encontrarnos en una fase expansiva 

de la economía. 

 

 

 

6. OTROS ASPECTOS 

 

Además de los aspectos analizados en los apartados anteriores, es importante 

señalar otros elementos propios del modelo o relacionados con él, como son: 

 

- La autonomía financiera. 

- La reforma del sistema tributario. 

- La lealtad institucional. 

- El Fondo de Compensación Interterritorial. 

- Las balanzas fiscales. 
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- Los regímenes forales. 

- La reforma de la Administración Local. 

 

6.1. La autonomía financiera 

 

El modelo aprobado en 2009, tal como manifiestan los principios expuestos en 

su ley regulatoria, trató de avanzar en el grado de autonomía financiera a través del 

aumento en los porcentajes de cesión y en determinadas competencias normativas. Sin 

embargo, en la práctica la capacidad normativa de las Comunidades Autónomas 

continúa siendo escasa, dificultando el ejercicio de una política autónoma en 

materia de ingresos y gastos.  

 

El sistema de financiación debe otorgar a las Comunidades Autónomas un grado 

de autonomía financiera que permita el despliegue de una política propia en materia 

tributaria y de gasto. Para hacer realidad tal fin es preciso habilitar espacios fiscales 

propios suficientemente amplios y limitar la competencia fiscal entre Comunidades 

Autónomas, evitando que esta pueda llegar a vulnerar el principio de igualdad.  

 

En este sentido, debe garantizarse una estructura mínima y común del sistema 

tributario autonómico, así como un mayor grado de armonización en elementos que se 

consideren esenciales y que afecten a la igualdad y a la equidad entre ciudadanos. Es 

decir, han de determinarse unos niveles mínimos y máximos de actuación normativa 

fiscal fuera de los cuales las Comunidades Autónomas no podrán actuar. Cabe recordar 

que la Constitución Española proclama en su artículo 133.1 que “La potestad originaria 

para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado” y que, de igual 

modo, en el artículo 31.1 aboga por un “sistema tributario justo inspirado en los 

principios de igualdad y progresividad”, entre otros. Este aspecto, unido al control por 

parte de las Administraciones Tributarias y la necesaria lucha contra el fraude fiscal, 

evitaría tratamientos fiscales injustos e indeseables deslocalizaciones de contribuyentes 

por motivos fiscales que no aportan mayor riqueza a la sociedad en su conjunto. 
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6.2. La reforma del sistema tributario 

 

Una parte de los problemas del vigente modelo de financiación no está vinculada 

con la estructura o definición del mismo, sino que es la consecuencia inmediata de un 

sistema fiscal poco sólido que afecta al modelo de manera determinante. Es evidente, y 

así lo afirman todos los expertos, que nuestro país adolece de un problema de ingresos, 

de un sistema tributario que proporciona un nivel de recursos muy inferior al que 

perciben territorios con niveles de renta y desarrollo muy similares. Este planteamiento 

ha sido compartido por la Administración Central que, sin embargo, no ha llevado a 

cabo una verdadera reforma fiscal, sino que se ha limitado a practicar una serie de 

modificaciones puntuales en los grandes tributos de gestión central, olvidando las 

figuras más necesitadas de reforma y sin entrar en aquellos elementos del sistema 

tributario que están planteando mayores problemas de funcionamiento. 

 

Dada la relación existente entre los recursos tributarios y el modelo de 

financiación, resulta evidente que el modelo financiero autonómico debería verse 

afectado por la reforma tributaria pendiente, sin embargo, en modo alguno tal reforma 

puede provocar una pérdida de los recursos que corresponden a las Comunidades 

Autónomas. De hecho, la reforma debería ir encaminada justamente en el sentido 

contrario: el de dotar a los territorios autonómicos de un ámbito propio de actuación que 

les permita adaptar sus ingresos a las necesidades y decisiones autónomas en materia de 

gasto. 

 

6.3. La lealtad institucional 

 

La experiencia práctica de la aplicación de este sistema y otros anteriores 

demuestra que resulta imprescindible desarrollar una regulación detallada que exija una 

articulación práctica del principio de lealtad institucional. Han sido numerosos los 

desarrollos legislativos aprobados desde la Administración General del Estado que han 

afectado en mayor o menor medida a los ingresos y necesidades de gasto de las 

Comunidades Autónomas sin que se hayan consensuado con éstas ni tampoco 

realizado el correspondiente ajuste compensatorio en los recursos proporcionados 
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por el modelo, y en los cuales no se ha llevado a cabo ni siquiera la cuantificación 

previa a que se refiere la citada Ley 22/2009. 

 

Igualmente son continuos los conflictos en materia de tributación propia 

autonómica, decisiones en materia de política fiscal que terminan incidiendo en los 

recursos disponibles, afectando negativamente a la consecución de los objetivos 

presupuestarios, y en última instancia reduciendo más la capacidad de gasto 

autonómico. Este hecho, pone de manifiesto una vez más, la necesidad de regular de 

forma clara el ámbito de actuación de cada nivel de administración, así como de dar 

cumplimiento a las previsiones legales ya recogidas en la normativa en materia de 

lealtad institucional. 

 

6.4. El Fondo de Compensación Interterritorial 

 

 El Fondo de Compensación Interterritorial (al margen del gasto que 

directamente efectúe la Administración General del Estado a lo largo del territorio 

nacional) es el instrumento constitucional explícitamente destinado a dar 

cumplimiento efectivo al principio de solidaridad y, en consecuencia, el mecanismo 

inversor que debe servir para facilitar el acercamiento de los niveles de renta y riqueza 

entre territorios, garantizando la igualdad de oportunidades ante el desarrollo. Sin 

embargo, su progresivo descenso de dotación ha provocado una pérdida de efectividad 

del instrumento inicialmente diseñado. Este fondo no forma parte en términos estrictos 

del modelo de financiación, pero por su propia definición se hace necesaria, hoy más 

que nunca, una reforma del mecanismo de forma que contribuya a financiar en 

cuantía suficiente y significativa inversiones productivas en las Comunidades 

Autónomas menos desarrolladas. 

 

6.5. Las balanzas fiscales y cuentas públicas territorializadas 

 

 El primer aspecto que debe destacarse de forma previa a cualquier análisis de 

distribución territorial de ingresos y gastos es que, por su propia definición, parten de 

una premisa errónea, como es aceptar que los territorios (en este caso, las 
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Comunidades Autónomas) son titulares de derechos y obligaciones y que por ello, 

es a ellas a quienes corresponde pagar los tributos y recibir servicios públicos. Las 

balanzas fiscales y las cuentas públicas territorializadas no son más que la suma de las 

balanzas fiscales y las cuentas públicas de las personas físicas y jurídicas que habitan en 

el territorio por lo que carece de sentido atribuir a una Comunidad un derecho o una 

obligación según dicho saldo sea positivo o negativo. Un sistema fiscal basado en un 

principio básico como es la solidaridad (esto es, que los ciudadanos contribuyen según 

su capacidad y reciben según su necesidad) tiene como consecuencia lógica e inevitable 

que unas personas (o agrupaciones de personas, como una Comunidad Autónoma) 

tendrán un saldo fiscal positivo (esto es, que recibirán más recursos y servicios que los 

que aportan) y otras tendrán un saldo fiscal negativo (lo contrario). Por tanto, las 

Comunidades Autónomas con mayor riqueza per cápita tendrán un saldo fiscal negativo 

y viceversa. 

 

 Recuérdese en última instancia que, tal y como define el texto constitucional, la 

titularidad de estos ingresos no corresponde a los gobiernos autonómicos sino a la 

Administración Central y que no todos los ingresos que se recaudan en un territorio se 

generan en el mismo (así por ejemplo en el IVA y algunos impuestos especiales, los 

contribuyentes que soportan la carga generalmente residen en un territorio distinto a 

aquel en el que realmente se recauda). 

 

 Adicionalmente, este tipo de cálculo, a diferencia de lo que sucede con el ámbito 

de estudio del presente documento, no contempla únicamente ingresos y gastos del 

sistema de financiación autonómico, sino que una parte importante de estas cifras están 

relacionadas con gastos de una naturaleza completamente distinta como son las 

cotizaciones sociales, las cuales se distribuyen en función de los sueldos percibidos y 

las cuantías aportadas por los trabajadores de un determinado territorio durante toda su 

vida laboral. Es decir, el desequilibrio territorial en este campo refleja únicamente el 

funcionamiento adecuado del sistema de cotizaciones sociales definido por el legislador 

sin que ello suponga ningún tipo de agravio comparativo o tratamiento diferenciado de 

los ciudadanos o de los territorios. 
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En todo caso, no deben confundirse dos conceptos completamente distintos, 

como son las balanzas fiscales y cuentas territorializadas con la financiación 

autonómica, puesto que poco o nada tienen que ver. Las cuentas territorializadas 

reflejan el saldo neto de la actuación de las administraciones en una Comunidad 

Autónoma (las balanzas fiscales se limitan a cuantificar la actuación estatal), obtenida 

como diferencia entre los recursos que se destinan a la misma y la cuantía que los 

contribuyentes residentes en ella aporten a la recaudación.  

 

Como se indicaba en el punto anterior, el modelo de financiación ha de cubrir las 

necesidades de gasto en función de las competencias asumidas por cada territorio en 

condiciones de igualdad, y como tal es evidente que el reparto de estos fondos no puede 

ser proporcional a la generación de los ingresos tributarios o de otra índole, sino a las 

necesidades de sus habitantes. Un modelo de financiación que aplicara un criterio de 

reparto conforme a la recaudación en cada Comunidad y que tratara de que los saldos 

fiscales fueran nulos sería contrario al principio de igualdad y por lo tanto a la propia 

Constitución Española. 

 

6.6. Los regímenes forales 

 

 Este asunto es uno de los más destacados en el análisis global del sistema de 

financiación de todas las Comunidades Autónomas. 

 

En España conviven dos modelos de financiación autonómica (al margen de las 

peculiaridades del régimen fiscal canario). Dicha convivencia no tendría por qué ser en 

principio negativa, pero sin embargo los resultados financieros de los regímenes forales 

de Navarra y las tres Diputaciones Forales del País Vasco, en términos de financiación 

por habitante, ponen de manifiesto una evidente diferencia que discrimina claramente a 

las Comunidades Autónomas de régimen común.  

 

Merece la pena destacar a estos efectos la escasa aportación que los territorios 

forales hacen al principio de solidaridad, la poca información sobre el método de 

cálculo del cupo vasco y de la aportación navarra, con numerosos mecanismos de ajuste 
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favorables a estos territorios, lo que ha devenido en un claro privilegio financiero ajeno 

a los principios constitucionales.  

 

La disposición adicional primera de la Constitución no establece que la 

existencia de un sistema financiación foral conlleve diferencias ni privilegios; más bien 

al contrario, el marco general de la Constitución prohíbe tales privilegios. Es preciso por 

ello abordar una reforma con el fin de igualar los resultados financieros obtenidos 

por todas las Comunidades Autónomas en un plazo razonable de tiempo. 

 

6.7. Reforma de la Administración Local 

 

 Finalmente, debemos reseñar un nuevo factor a tener en cuenta, como es la 

aplicación de la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local. La 

financiación de las nuevas competencias atribuidas a las Comunidades Autónomas, 

especialmente en materia de servicios sociales y educación, así como la financiación 

íntegra de algunos servicios que hasta la aparición de la citada norma se sufragaban 

juntamente con los ayuntamientos, deben tener su consiguiente reflejo en el nuevo 

sistema de financiación autonómica, como, por otra parte, la propia ley recoge.  
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7. CONCLUSIONES 

 

En este documento se ha realizado un análisis evolutivo del modelo de 

financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común, señalando aquellos 

aspectos susceptibles de mejora. Este estudio se ha llevado a cabo desde el punto de 

vista de las necesidades de gasto que deben financiarse, los mecanismos para su 

financiación y la evolución dinámica del modelo. Además, en el apartado 6 se analizan 

otras cuestiones directamente relacionadas con el modelo de financiación. 

 

Las principales conclusiones tras el análisis realizado se resumen a continuación: 

 

- El modelo actual, al igual que los anteriores, equipara los recursos en el año base 

con las necesidades a financiar, lo que constituye un error de partida que se 

proyecta en su dinámica evolutiva, por lo que sería conveniente a este respecto 

realizar un estudio serio e independiente de las necesidades reales de gasto una 

vez definida una cartera de los servicios públicos a los que debe dar cobertura el 

modelo de financiación. 

 

Así, se constata una insuficiencia de recursos para la prestación de servicios de 

forma que el sistema se constituye no como un mecanismo de financiación de 

necesidades, sino de distribución de una cesta de recursos predeterminada que 

evoluciona de forma independiente a las necesidades.  

 

- La introducción del concepto de “población ajustada” como variable de 

aproximación a las necesidades de gasto es un elemento positivo que aporta el 

modelo vigente frente a los anteriores, pero la definición de su composición 

(factores determinantes, cálculo y ponderaciones de cada uno) presenta 

deficiencias que deben ser ajustadas. Se infravalora la importancia de algunos 

factores (población protegida equivalente, envejecimiento o dispersión) y se 

olvidan otros que deben tenerse en cuenta (orografía, costes fijos y economías de 

escala).  
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Estas deficiencias en la cuantificación de la población ajustada y la existencia de 

costes completamente ajenos al número de habitantes, especialmente en lo 

relativo a los servicios públicos no fundamentales, provocan que no sean 

aceptables o representativos los análisis en términos de posiciones relativas de 

las Comunidades Autónomas en financiación per cápita. 

 

- El modelo supone que el 75% de la capacidad tributaria es suficiente para 

financiar las necesidades derivadas de la prestación de los servicios públicos 

fundamentales. Sin embargo, transcurridos varios años desde la entrada en vigor 

del sistema, los datos demuestran que este porcentaje resulta bastante más 

elevado. De hecho, el total de recursos proporcionados por el modelo apenas 

alcanza para cubrir el coste de estos servicios, de modo que las Comunidades 

Autónomas han debido recurrir a otros ingresos para financiar las restantes 

necesidades de gasto que les fueron transferidas. 

 
- La complejidad del modelo dificulta la transparencia y trazabilidad necesarias 

para lograr su finalidad: aportar recursos a las Comunidades Autónomas en 

función de sus necesidades, atendiendo a los principios de igualdad y equidad, y 

garantizando que los ciudadanos reciban las mismas prestaciones públicas 

independientemente de su lugar de residencia.  

 

- El sistema utiliza un criterio de valoración normativa de determinados tributos 

(los denominados tributos cedidos tradicionales) que sobrevalora su cuantía en 

una cantidad importante (los cálculos realizados para los tres últimos años 

liquidados confirman que dicho importe supera los 2.000 millones de euros 

anuales). Ello provoca que algunas Comunidades Autónomas reciban menores 

recursos de los que les deberían corresponder. 

 

- La evolución del modelo ha demostrado que no mantiene una tendencia 

previsible y coherente con el ciclo, sino más bien errática, debido a los 

elementos que la determinan, como el actual método de cálculo del ITE o las 

entregas a cuenta. Estas fluctuaciones, no atribuibles al ciclo sino a deficiencias 

en la definición del modelo, provocan a su vez dificultades adicionales en las 
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Comunidades Autónomas para cumplir con sus obligaciones de estabilidad 

financiera. 

 

- La citada complejidad del modelo provoca también que sus diferentes elementos 

evolucionen en el tiempo al margen de las necesidades de gasto de las 

Comunidades Autónomas, de manera tal que se producen diferencias en 

financiación simplemente como consecuencia de la distinta composición de 

recursos que tenga cada una, lo que no es lógico ni compatible con la igualdad y 

la equidad que deben primar en los resultados del modelo. Es decir, el mayor o 

menor peso que cada uno de los fondos tenga sobre el total de recursos de cada 

Comunidad Autónoma provoca diferencias en los resultados obtenidos sin que el 

sistema contemple ningún tipo de corrección. 

 

- El sistema apenas deja margen en la práctica a un verdadero ejercicio de 

corresponsabilidad y uso de las competencias normativas, espacio que debe 

contar con un mayor grado de armonización.  

 
- Debe emprenderse una verdadera reforma del sistema fiscal en la cual las 

Comunidades Autónomas sean parte activa porque el sistema impositivo es una 

pieza angular del sistema de financiación autonómica. Dicha modificación debe 

dotar a las Comunidades Autónomas de espacios fiscales propios que no se vean 

afectados por las decisiones unilaterales de la Administración General del 

Estado. 

 

- El principio de lealtad institucional debe ser respetado debidamente a la hora de 

realizar modificaciones con impacto en las Haciendas autonómicas. 

 

- El Fondo de Compensación Interterritorial, como instrumento destinado a paliar 

diferencias estructurales en el desarrollo de las Comunidades Autónomas, debe 

ser reformado de manera que contribuya a financiar en cuantía suficiente y 

significativa inversiones productivas en las Comunidades Autónomas menos 

desarrolladas. 
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- El concepto de “balanza fiscal” o “cuenta territorializada” no tiene nada que ver 

con el modelo de financiación autonómico y, por tanto, su cálculo en modo 

alguno debe condicionar los resultados del sistema que debe estar guiado por los 

principios de igualdad y equidad. 

 

- Los efectos de la reforma de la Administración Local sobre las Comunidades 

Autónomas deben tener su reflejo en el modelo actual, que debe ser ajustado 

incorporando esta realidad, al margen de otras modificaciones o su eventual 

sustitución por otro nuevo. 

 
- El resultado financiero de los regímenes forales constituye un privilegio que no 

responde en modo alguno al mandato constitucional. Por ello, tanto el cupo 

vasco como la aportación navarra deben ser calculados correctamente para que 

su resultado en términos de recursos por habitante ajustado sea equiparable al 

que ofrece el régimen común 
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ANEXO NUMÉRICO 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
GOBIERNO DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS

Consejería de hacienda y sector público

2011(1) 2012(2) 2013(2) 2014 (3) 2015 (3)

TOTAL GASTOS NO FINANCIEROS 147.548,2 145.390,8 137.604,7 126.934,6 128.128,7 -13,2% 137.121,4

        - Sanidad (a) 53.535,6 50.869,3 48.198,0 48.519,0 49.756,5 -7,1% 50.175,7
        - Educación (b) 34.805,3 34.345,6 31.958,4 31.249,6 32.146,4 -7,6% 32.901,0
        - Protección y promoción social (c) 16.948,3 16.460,5 14.267,4 11.215,1 9.734,3 -42,6% 13.725,1
        - Otros gastos 42.259,0 43.715,5 43.180,9 35.950,9 36.491,5 -13,6% 40.319,6

TOTAL INGRESOS NO FINANCIEROS 137.601,9 133.321,9 128.211,7 115.346,2 120.563,0 -12,4% 127.008,9

        - Procedentes del Stma. Financiación (d) 107.190,7 108.442,8 100.150,3 92.566,9 86.665,8 -19,1% 99.003,3
                     * Tributos cedidos (4) 86.782,7 105.954,2 88.421,9 83.234,1 72.620,6 -16,3% 87.402,7
                     * Fondos y transferencias del sistema (5) 20.408,0 2.488,6 11.728,4 9.332,8 14.045,1 -31,2% 11.600,6
        - Otros ingresos presupuestarios 30.411,1 24.879,1 28.061,4 22.779,3 33.897,2 11,5% 28.005,6

INFORMACIÓN ADICIONAL

Gasto corriente 130.886,1 128.245,6 124.105,4 114.919,8 116.269,7 -11,2% 122.885,3
Gasto de capital 16.662,2 17.145,3 13.499,3 12.014,8 11.859,0 -28,8% 14.236,1

Gasto en servicios fundamentales (a+b+c) = (e) 105.289,2 101.675,3 94.423,8 90.983,6 91.637,2 -13,0% 96.801,8
Peso servicios fundamentales (6) (e)/(d) 98% 94% 94% 98% 106% 98,1%

(1) Presupuestos liquidados.
(2) Presupuestos iniciales.
(3) Proyectos de Presupuestos.
(4) Tributos cedidos parcial y totalmente.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

NOTA: La senda se inicia en 2011 por tratarse del primer año en que el vigente modelo se recoge íntegramente en el presupuesto.

Millones de euros

(5) Transferencias del Fondo de Garantía de los S.P.F., del Fondo de Suficiencia Global y Fondos de Convergencia. Incluye liquidación de ejercicios previos.

(6) Peso relativo de los gastos en servicios públicos fundamentales sobre el total de ingresos procedentes del modelo de f inanciación. 

ANEXO 1. PRESUPUESTOS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS DE RÉGIMEN COMÚN

Var. 2011-2015 (%) Promedio 
período

PRESUPUESTOS

 

C/ Hermanos Menéndez Pidal, nº 7-9. 33005 Oviedo. Teléfono: 985 10 58 01  Fax: 985 10 54 55 
 



 

2011(1) 2012(2) 2013(2) 2014 (3) 2015 (3)

Gasto en Sanidad (a) 53.535,6 50.869,3 48.198,0 48.519,0 49.756,5 -7,1% 50.175,7
Recursos procedentes del sistema (4) (b) 107.190,7 108.442,8 100.150,3 92.566,9 86.665,8 -19,1% 99.003,3

Peso relativo gasto en sanidad  (b)/(a) 49,9% 46,9% 48,1% 52,4% 57,4% 51,0%

(1) Presupuestos liquidados.
(2) Presupuestos aprobados.
(3) Proyectos de Presupuestos.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

NOTA: La senda se inicia en 2011 por tratarse del primer año en que el vigente modelo se recoge íntegramente en el presupuesto.

Var. 2011-2015 (%) Promedio 
período

ANEXO 2. EVOLUCIÓN GASTO SANITARIO CCAA DE RÉGIMEN COMÚN

Millones de euros

(4) Inclluye: Tributos cedidos parcial y totalmente, transferencias del Fondo de Garantía de los S.P.F., Fondo de Suficiencia Global y Fondos de Convergencia así como
liquidación de ejercicios previos.

PRESUPUESTOS
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2011(1) 2012(2) 2013(2) 2014(2)

Gasto ligado al envejecimiento (3) 11.275,4 10.936,3 10.213,2 10.194,7 -9,6% 10.654,9
Recursos procedentes del sistema (4) 107.190,7 108.442,8 100.150,3 92.566,9 -13,6% 102.087,7

Peso relativo gasto envejecimiento (4)/(3) 10,5% 10,1% 10,2% 11,0% 10,5%

(1) Presupuestos liquidados.
(2) Presupuestos aprobados.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

NOTA: La senda se inicia en 2011 por tratarse del primer año en que el vigente modelo se recoge íntegramente en el presupuesto.

(4) Incluye: Tributos cedidos parcial y totalmente, transferencias del Fondo de Garantía de los S.P.F., Fondo de Suficiencia Global y Fondos de Convergencia así 
como liquidación de ejercicios previos.

Promedio 
período

Var. 2011-2013 
(%)

ANEXO 3. EVOLUCIÓN GASTO LIGADO AL ENVEJECIMIENTO CCAA RÉGIMEN 

Millones de euros

(3) Incluye: Complementos de pensiones, servicios sociales y promoción social.

PRESUPUESTOS
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Var. Absoluta Var. %

Cataluña 7.475.420 7.512.381 7.539.618 7.570.908 7.553.650 7.518.903 7.504.008 28.588 0,38%
Galicia 2.796.089 2.797.653 2.795.422 2.781.498 2.765.940 2.748.695 2.731.406 -64.683 -2,31%
Andalucía 8.302.923 8.370.975 8.424.102 8.449.985 8.440.300 8.402.305 8.393.252 90.329 1,09%
Asturias 1.085.289 1.084.341 1.081.487 1.077.360 1.068.165 1.061.756 1.050.917 -34.372 -3,17%
Cantabria 589.235 592.250 593.121 593.861 591.888 588.656 584.940 -4.295 -0,73%
La Rioja 321.702 322.415 322.955 323.609 322.027 319.002 316.818 -4.884 -1,52%
Murcia 1.446.520 1.461.979 1.470.069 1.474.449 1.472.049 1.466.818 1.467.049 20.529 1,42%
Valencia 5.094.675 5.111.706 5.117.190 5.129.266 5.113.815 5.004.844 4.977.171 -117.504 -2,31%
Aragón 1.345.473 1.347.095 1.346.293 1.349.467 1.347.150 1.325.385 1.317.504 -27.969 -2,08%
C.-La Mancha 2.081.313 2.098.373 2.115.334 2.121.888 2.100.998 2.078.611 2.058.518 -22.795 -1,10%
Canarias 2.103.992 2.118.519 2.126.769 2.118.344 2.118.679 2.104.815 2.098.649 -5.343 -0,25%
Extremadura 1.102.410 1.107.220 1.109.367 1.108.130 1.104.004 1.099.632 1.092.056 -10.354 -0,94%
Baleares 1.095.426 1.106.049 1.113.114 1.119.439 1.111.674 1.103.442 1.103.959 8.533 0,78%
Madrid 6.386.932 6.458.684 6.489.680 6.498.560 6.495.551 6.454.440 6.435.152 48.220 0,75%
Castilla y León 2.563.521 2.559.515 2.558.463 2.546.078 2.519.875 2.494.790 2.470.741 -92.780 -3,62%

Total 43.790.920 44.049.155 44.202.984 44.262.842 44.125.765 43.772.094 43.602.140 -188.780 -0,43%

(1) Datos extraídos de liquidaciones del modelo de f inanciación.
(2) Población a 1 de enero según el INE.

Fuentes: INE. Datos Ministerio de Hacienda y AAPP

ANEXO 4. EVOLUCIÓN POBLACIÓN TOTAL

2009 (1) 2010 (1) 2011 (1) 2012 (1) 2013 (1) 2014 (2)
2009-2015

Nº habitantes 2015 (2)
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Var. Absoluta Var. %

Cataluña 7.386.015 7.434.588 7.474.719 7.509.584 7.446.814 7.418.458 32.443 0,44%
Galicia 2.966.939 2.968.169 2.966.643 2.956.348 2.981.328 2.932.021 -34.918 -1,18%
Andalucía 8.170.226 8.220.687 8.256.161 8.268.774 8.185.501 8.208.365 38.139 0,47%
Asturias 1.125.121 1.124.410 1.122.613 1.119.748 1.133.620 1.109.480 -15.641 -1,39%
Cantabria 587.943 590.968 591.797 593.475 598.634 589.427 1.484 0,25%
La Rioja 325.824 327.221 328.503 329.098 332.334 324.374 -1.450 -0,44%
Murcia 1.416.295 1.430.126 1.437.899 1.442.217 1.444.162 1.424.513 8.218 0,58%
Valencia 4.999.176 5.020.576 5.031.187 5.044.056 4.910.946 4.908.840 -90.336 -1,81%
Aragón 1.415.057 1.417.006 1.416.474 1.417.693 1.440.627 1.407.084 -7.973 -0,56%
C.-La Mancha 2.197.556 2.208.917 2.219.148 2.217.658 2.220.075 2.187.302 -10.254 -0,47%
Canarias 2.177.856 2.192.893 2.201.291 2.197.223 2.155.082 2.177.405 -451 -0,02%
Extremadura 1.168.363 1.169.068 1.165.942 1.160.134 1.180.337 1.148.457 -19.906 -1,70%
Baleares 1.094.408 1.104.358 1.111.902 1.118.749 1.106.547 1.107.755 13.347 1,22%
Madrid 6.010.813 6.095.755 6.137.211 6.160.229 6.246.404 6.085.306 74.493 1,24%
Castilla y León 2.749.329 2.744.412 2.741.496 2.727.856 2.743.355 2.694.398 -54.931 -2,00%

Total 43.790.920 44.049.155 44.202.984 44.262.842 44.125.765 43.723.185 -67.735 -0,15%

(p) Cifras provisionales extraídas de las entregas a cuenta remitidas por el Ministerio de Hacienda y AAPP.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP

ANEXO 5. EVOLUCIÓN POBLACIÓN AJUSTADA

2009 2010 2011 2012 2013 2014 (p) 2009-2014Nº habitantes
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Cataluña 16,87 16,88 16,91 16,97 16,88 16,97
Galicia 6,78 6,74 6,71 6,68 6,76 6,71
Andalucía 18,66 18,66 18,68 18,68 18,55 18,77
Asturias 2,57 2,55 2,54 2,53 2,57 2,54
Cantabria 1,34 1,34 1,34 1,34 1,36 1,35
La Rioja 0,74 0,74 0,74 0,74 3,27 0,74
Murcia 3,23 3,25 3,25 3,26 11,13 3,26
Valencia 11,42 11,40 11,38 11,40 3,26 11,23
Aragón 3,23 3,22 3,20 3,20 5,03 3,22
C.-La Mancha 5,02 5,01 5,02 5,01 4,88 5,00
Canarias 4,97 4,98 4,98 4,96 2,67 4,98
Extremadura 2,67 2,65 2,64 2,62 2,51 2,63
Baleares 2,50 2,51 2,52 2,53 14,16 2,53
Madrid 13,73 13,84 13,88 13,92 6,22 13,92
Castilla y León 6,28 6,23 6,20 6,16 6,22 6,16

Total 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP. Elaboración propia.

ANEXO 6. PESO RELATIVO POBLACIÓN AJUSTADA

% 2009 2010 2011 2012 2013 2014
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Cataluña 374.768 280.328 257.738 220.490 134.264 55.408 12.403 1.884
Galicia 166.170 133.526 130.984 113.480 66.424 28.900 7.280 1.281
Andalucía 388.545 305.582 265.659 214.264 112.051 40.710 8.568 1.909
Asturias 66.475 46.764 48.553 45.622 28.151 11.480 2.529 414
Cantabria 31.427 22.573 22.358 20.431 12.838 5.414 1.361 211
La Rioja 15.930 12.722 11.699 10.987 6.939 3.003 628 106
Murcia 61.360 47.057 44.381 35.245 20.061 6.689 1.312 180
Valencia 260.691 208.391 177.819 139.598 79.311 29.926 6.181 1.036
Aragón 68.937 54.599 52.979 50.311 31.347 13.527 2.934 493
Castilla-La Mancha 89.632 74.828 76.334 70.094 43.090 17.017 3.600 598
Canarias 94.645 73.674 60.467 44.436 22.054 8.106 2.291 597
Extremadura 53.447 44.401 45.098 39.623 22.442 8.431 1.811 340
Baleares 50.386 37.034 30.143 24.186 14.264 6.004 1.390 182
Madrid 304.459 228.592 198.896 166.348 100.207 42.741 10.235 1.713
Castilla y León 138.818 116.329 115.574 109.044 71.767 31.831 7.382 1.445

TOTAL 2.165.690 1.686.400 1.538.682 1.304.159 765.210 309.187 69.905 12.389

Fuente: INE

65-69 70-74

ANEXO 7. DISTRIBUCIÓN POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS EJERCICIO 2014

Nº habitantes 95-99 100 y más90-9485-8980-8475-79
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Cataluña 4,98 3,73 3,43 2,93 1,79 0,74 0,16 0,03
Galicia 6,05 4,86 4,77 4,13 2,42 1,05 0,26 0,05
Andalucía 4,62 3,64 3,16 2,55 1,33 0,48 0,10 0,02
Asturias 6,26 4,40 4,57 4,30 2,65 1,08 0,24 0,04
Cantabria 5,34 3,83 3,80 3,47 2,18 0,92 0,23 0,04
La Rioja 4,99 3,99 3,67 3,44 2,18 0,94 0,20 0,03
Murcia 4,18 3,21 3,03 2,40 1,37 0,46 0,09 0,01
Valencia 5,21 4,16 3,55 2,79 1,58 0,60 0,12 0,02
Aragón 5,20 4,12 4,00 3,80 2,37 1,02 0,22 0,04
Castilla-La Mancha 4,31 3,60 3,67 3,37 2,07 0,82 0,17 0,03
Canarias 4,50 3,50 2,87 2,11 1,05 0,39 0,11 0,03
Extremadura 4,86 4,04 4,10 3,60 2,04 0,77 0,16 0,03
Baleares 4,57 3,36 2,73 2,19 1,29 0,54 0,13 0,02
Madrid 4,72 3,54 3,08 2,58 1,55 0,66 0,16 0,03
Castilla y León 5,56 4,66 4,63 4,37 2,88 1,28 0,30 0,06

TOTAL 4,95 3,85 3,52 2,98 1,75 0,71 0,16 0,03

Fuente: INE. Elaboración propia

95-99 100 y más

ANEXO 8. PESO RELATIVO POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS RESPECTO AL TOTAL DE 
HABITANTES. EJERCICIO 2014

65-69 70-74 75-79 80-84 85-89 90-94%
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Nº %

Cataluña 1.217.519 1.239.163 1.265.459 1.287.521 1.309.023 1.337.283 119.764 9,8%
Galicia 611.821 619.708 629.477 635.879 640.263 648.045 36.224 5,9%
Andalucía 1.224.795 1.251.367 1.281.038 1.302.612 1.320.700 1.337.288 112.493 9,2%
Asturias 237.060 238.976 241.856 244.489 246.369 249.988 12.928 5,5%
Cantabria 108.169 109.565 111.125 112.777 114.353 116.613 8.444 7,8%
La Rioja 57.987 58.807 59.622 60.270 60.987 62.014 4.027 6,9%
Murcia 197.456 201.229 206.565 210.793 213.911 216.285 18.829 9,5%
Valencia 835.426 855.887 877.091 896.609 915.172 902.953 67.527 8,1%
Aragón 264.010 266.080 268.809 270.628 270.430 275.127 11.117 4,2%
Castilla-La Mancha 365.616 368.722 372.580 372.895 372.079 375.193 9.577 2,6%
Canarias 272.913 284.042 293.463 301.145 306.227 306.270 33.357 12,2%
Extremadura 209.426 211.939 212.820 213.215 213.831 215.593 6.167 2,9%
Baleares 150.177 154.490 158.671 162.670 163.046 163.589 13.412 8,9%
Madrid 921.347 948.049 974.202 997.338 1.023.023 1.053.191 131.844 14,3%
Castilla y León 574.319 578.191 583.884 585.935 586.952 592.190 17.871 3,1%

TOTAL 7.248.041 7.386.215 7.536.662 7.654.776 7.756.366 7.851.622 603.581 8,3%

Fuente: INE. Elaboración propia

20122011

ANEXO 9. EVOLUCIÓN POBLACIÓN 65 Y MÁS AÑOS

Nº habitantes 2009 2010 2013 2009-20142014
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Cataluña 3.896 6,6
Galicia 30.148 50,8
Andalucía 2.803 4,7
Asturias 6.944 11,7
Cantabria 929 1,6
La Rioja 258 0,4
Murcia 961 1,6
Valencia 1.148 1,9
Aragón 1.559 2,6
Castilla-La Mancha 1.698 2,9
Canarias 1.108 1,9
Extremadura 622 1,0
Baleares 317 0,5
Madrid 786 1,3
Castilla y León 6.173 10,4

TOTAL 59.350 100,0

Fuente: INE. Elaboración propia

(1) Información que se deduce de las entregas a cuenta 
comunicadas por el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas.

Peso 
relativo 

ANEXO 10. DISPERSIÓN 

Nº habitantes 2014 (1)
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Meur %

ITE nacional 76.290,31 56.481,43 89.661,17 66.797,36 48.295,85 72.302,55 -3.988 -5,2%
Recaudación tributos compartidos 147.185,74 115.503,11 134.506,09 136.715,63 137.785,15 139.363,52 -7.822 -5,3%
PIB a percios corrientes 1.080.807 1.079.034 1.080.913 1.075.147 1.055.158 1.049.181 -31.626 -2,9%

(1) Se toma el ITE en términos homogéneos que se deduce de la liquidación practicada en el ejercicio 2011.

Fuente: Ministerio de Hacienda y AAPP. AEAT.

ANEXO 11. EVOLUCIÓN ITE NACIONAL

Miles de euros 2009 2010 2011 2007-20132007 (1) 2012 2013
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